
 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, Cesar, Veinticinco (25) de Octubre de dos mil 

Veintiuno (2021) 

 

RAD: 20001 31 03 002 2021 00160 00. Acción de tutela de primera 

instancia promovida EDUARDO JOSE VILLEGAS VILLADA contra UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y REPARACION A LAS 

VICTIMAS. Vinculada: ALCALDIA MUNICIPAL DE VALLEDUPAR – CESAR. 

Derechos fundamentales a la salud, mínimo vital e igualdad.    

 

ASUNTO A TRATAR: 

Procede el Despacho a resolver lo que en derecho corresponda en la 

presente Acción de Tutela de primera instancia impetrada por 

EDUARDO JOSE VILLEGAS VILLADA contra UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

PARA LA ATENCION Y REPARACION A LAS VICTIMAS. Vinculada: ALCALDIA 

MUNICIPAL DE VALLEDUPAR – CESAR.   

 

HECHOS: 

 

Como sustento fáctico de la acción constitucional, el accionante 

manifiesta en síntesis lo siguiente: 

 

 

Es desplazado por la Violencia con tres hijos menores a cargo, por 

esa razón acudió ante las instalaciones de la Unidad de Victima con 

el fin de solicitar le hagan entrega de las ayudas humanitarias de 

manera completa y hasta tanto su situación de vulnerabilidad 

generada por el desplazamiento haya culminado, por esa razón la 

Unidad de victima le realizó un estudio llamado PAARI en donde por 

más de tres horas estuvieron haciéndole preguntas ese estudio 

determinaron que efectivamente tenia niveles de carencias en 

alojamiento y alimentación, y se estaban viendo afectados sus  

hijos menores y su madre anciana, y decidieron otorgarle tres 

ayudas humanitarias las cuales las colocarían según ellos cada 4 

meses después de retirada la primera que fue en el mes de septiembre 

del año pasado, y le dijeron que a mediados de febrero le colocarían 

la otra ayuda pero hasta la fecha de hoy no han colocado 

absolutamente nada, mientras nuestra situación es cada día peor y 

ahora sin tener un trabajo digno ni fijo que le permita conseguir 

el sustento que requiere su familia diariamente, pero esos no se 

han dignado en colocarle la ayuda humanitaria mientras su familia 

en especial sus hijos menores se encuentran en estado de 

desnutrición y se requiere de la presencia del Señor Juez para 

evitar un daño irreversible.  

 

A raíz de la pandemia que está atacando al mundo entero y a la 

cuarentena obligatoria no está en condiciones de generar los 

ingresos que requiere su familia diariamente, y tenga en cuenta 

que si anteriormente estaban viviendo gracias a la buena voluntad 

de algunos vecinos ya que muchas veces han tenido que mendigar para 

no dejarnos morir de hambre, en estos momentos no puede siquiera 

salir por temor al virus ya que a su edad también es avanzada y la 

de su madre no puedo arriesgar su vida. 
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La entidad tutelada pese a haber dicho que iba a solucionar esa 

situación ahora es peor ya que ni si quiera contestan los teléfonos 

de contacto dejándolos en la deriva y sin ningún tipo de solución 

para resolver este grave problema, además tiene más de dos años 

que no ha recibido ningún tipo de ayuda por parte de esa entidad, 

además es una persona de escasos recursos y avanzada edad y está 

cansado de acudir ante las instalaciones de la Unidad de Victimas 

para que le vinculen a los programas de apoyo económico como el 

subsidio de generación de ingresos el cual busca que personas como 

él tengan la facilidad de generar los ingresos que requiere su 

familia de una forma más fácil pero estos solo le dieron un numero 

de teléfono 018000911119 en donde nunca responden y si lo hacen 

cortan la llamada.  

 

DERECHOS FUNDAMENTALES QUE SE ESTIMAN VIOLADOS: 

La parte actora considera que con los anteriores hechos se ha 

vulnerado los derechos fundamentales a la salud, mínimo vital e 

igualdad.  

 

PRETENSIONES: 

 

Solicita lo siguiente:  

 

1- Hacer entrega de la ayuda humanitaria de Emergencia para superar 

nuestra situación de inferioridad.  

 

2- Declarar que están siendo vulnerados los derechos anteriormente 

manifestados.  

 

3.- Ordenarlos que le agilicen la entrega de la Indemnización a la 

cual tiene derecho en su totalidad debido en condiciones. 

 

PRUEBAS: 

 

PARTE ACCIONANTE:  

 

1.- Las pruebas las are llegar vía wasat, y la entidad también podrá 

aportar las certificaciones de su desplazamiento donde muestre su 

condición de desplazado. 

 

PARTE ACCIONADA: 

 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACION 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS: 

 

1. Comunicación rad 202172032045101 y comprobante de envío.  

2.- Resolución Nº. 04102019-1023576 del 19 de abril de 2021. 

3.- Notificación Resolución Nº. 04102019-1023576 del 19 de abril 

de 2021.  

4.- RESOLUCIÓN No. 0600120202765476 de 2020. 

5.- Notificación RESOLUCIÓN No. 0600120202765476 de 2020. 

6.- Tutela rad 20001311800120210005700. 

7.- Fallo rad 20001311800120210005700.  

 

TRÁMITE PROCESAL 



 

 

Con proveído de 11 de Octubre de 2021, este Despacho Judicial 

admitió la acción de tutela, corriendo de ella traslado a la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACION INTEGRAL A 

LAS VICTIMAS, concediéndoles el término de dos (2) días, para que 

rindiera un informe sobre los hechos relatados en la acción 

presentada.  

 

CONTESTACIÓN DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN 

Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS:  

Alega, que el accionante no presenta derecho de petición en lo 

mencionado en la acción constitucional, aunado a esto no se 

verifica en sus bases de datos, el accionante no aporta radicado 

de entrada ni menciona fecha de presentación del mismo, no se 

verifica sello de recibido por parte de la Unidad para las Víctimas, 

por tanto la entidad no ha vulnerado el derecho fundamental 

solicitado como amparo por el accionante. Sin embargo, Pese a no 

existir  derecho de petición, la entidad procederá a emitir 

comunicación en virtud de la acción constitucional rad 

202172032045101 con fecha 13 de Octubre de 2021. 

Aduce, que por medio de Resolución Nº. 04102019-1023576 del 19 de 

abril de 2021, notificada de manera personal el 12 de mayo de 2021,   

en la que se decidió en favor de EDUARDO JOSE VILLEGAS VILLADA (i) 

reconocer la medida de indemnización administrativa por el hecho 

DESPLAZAMIENTO FORZADO LEY  387 de 1997 radicado 846698, y (ii) 

aplicar el “Método Técnico de Priorización” con el fin de disponer 

el orden de la entrega de la indemnización2. Dicha resolución no 

fue controvertida por los recursos de ley por lo que la actuación 

se encuentra en firme. El Método Técnico de Priorización, se 

aplicará en el 31 de julio del año 2022, y la Unidad para las 

Víctimas le informará al señor EDUARDO JOSE VILLEGAS VILLADA el 

resultado. Aclara, si se llegase a contar con una de las situaciones 

de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad descritas en el 

artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019 o primero de la Resolución 

582 de 2021, la víctima podrá adjuntar en cualquier tiempo, la 

certificación y los soportes necesarios para priorizar la entrega 

de la medida.  

Manifiesta, que el hogar fue sujeto del proceso de identificación 

de carencias y la decisión adoptada fue debidamente motivada 

mediante Resolución No. 0600120202765476 de 2020, en la cual se 

resolvió suspender definitivamente la entrega de los componentes 

de la atención humanitaria de la accionante, notificada por correo 

electrónico el 11 de junio de 2020.  

Argumenta, que el accionante contó con un (1) mes a partir de la 

notificación de este para interponer los recursos de reposición 

y/o apelación ante el director Técnico de Gestión Social y 

Humanitaria, garantizando así su derecho al debido proceso y 

contradicción. Por lo anterior y al no hacer uso de los referidos 

recursos, la decisión adoptada mediante el acto administrativo se 

encuentra actualmente en firme.  

Indica, que realizar la comunicación rad 202172032045101 

informándole al accionante lo pertinente frente al estado de su 

solicitud de indemnización administrativa por desplazamiento 



forzado y lo pertinente a su atención humanitaria, tal comunicación 

se envía al correo indicado y se adjunta al memorial.  

Expresa, que la presente acción de tutela carece de fundamento 

legal y jurídico por cuanto al observar la acción constitucional 

interpuesta por la parte actora se evidencia claramente que el  

accionante solicita el amparo de derechos fundamentales que según 

su apreciación fueron vulnerados por la Unidad al no haberse 

generado una respuesta concreta, clara y de fondo. Sin embargo 

frente a la solicitud de que trata el caso subexamine pues como se 

demostrara más adelante la unidad ha garantizado los derechos 

aludidos con anterioridad a la interposición de la presente acciona 

de tutela; tal es así que a la fecha el accionante ha presentado 

dos acciones constitucionales en diferentes despachos judiciales 

por los mismos hechos. Acciones constitucionales que me permito 

relacionar a continuación: 1.- Tutela identificada con radicado   

20001311800120210005700. 2.- Tutela identificada con radicado   

20001310300220210016000 que cursa en su honorable despacho. 

Alega, que el hogar del accionante fue sujeto del procedimiento de 

identificación de carencias arrojando como resultado la suspensión 

definitiva de la atención humanitaria, por ello, es importante 

recordar que la atención humanitaria es una medida de socorro 

temporal que busca mitigar las carencias en alojamiento temporal y 

alimentación derivadas de un desplazamiento (Artículo 2.2.6.5.1.5 

Decreto 1084 de 2015).  

En virtud de lo anterior, solicita que se declare improcedente de 

la acción de tutela.  

 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO: 

 

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL:  

 

La acción de tutela es un mecanismo de defensa establecido por la 

constitución a favor de todas personas cuyos derechos fundamentales 

sean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las 

autoridades públicas, o de los particulares en los casos 

expresamente previstos por la constitución y la ley, cuyo amparo 

inmediato puede ser reclamado ante los jueces de la república. Esta 

acción constitucional es de carácter preferente, sumario y 

subsidiario, por cuanto a él se recurre cuando no estén 

contemplados otros medios de defensa judicial, tal como indica el 

artículo 86 de la constitución nacional en su inciso tercero: esta 

acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 

de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable, limitación esta 

que fue reiterada en el numeral 1 del artículo 6 del decreto 2591 

de 1991. 

 

LEGITIMACION ACTIVA 

  

El accionante EDUARDO JOSE VILLEGAS VILLADA, actuando en nombre 

propio impetra acción de tutela, teniendo como objetivo que 

constitucionalmente a través del presente mecanismo, le salvaguarde 

los derechos fundamentales constitucionales vulnerados.  

 

LEGITIMACIÓN PASIVA:  

 



La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACION 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS, está legitimada como parte pasiva por ser 

la entidad a la cual se le atribuye la vulneración a dichos derechos 

fundamentales.     

 

INEMDIATEZ Y SUDSIDIARIDAD:  

 

Con respecto a este presupuesto considera esta agencia judicial 

que el mismo, aunque no tiene una solicitud escrita, la Corte 

Constitucional ha sostenido por la condición de vulnerabilidad de 

la persona víctima de la violencia, se hace procedente la acción 

de tutelas.   

 

Frente a la subsidiaridad se percibe que la hoy accionante no tiene 

otro mecanismo inmediato para proteger y cesar el derecho 

transgredido, sino la presente acción, pues, según los hechos en 

el caso particular se puede concluir que éste instrumento 

constitucional es el idóneo para la protección de sus derechos 

fundamentales, máxime cuando se trata de persona víctima del 

Desplazamiento Forzado, Sujeto de Especial Protección 

Constitucional.  

 

Con relación a controvertir los actos administrativos la acción de 

tutela es improcedente.  

 

PROBLEMA JURIDICO:  

 

En el presente asunto, el problema jurídico a resolver radica: ¿Si 

La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACION 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS, ha vulnerado los derechos fundamentales  

constitucionales a la salud, mínimo vital e igualdad? 

 

DIFERENCIACIÓN ENTRE LA COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL Y LA TEMERIDAD 

- Sentencia T-185/17:  
  

La señora Emilse Madrid López interpuso dos (2) acciones de 

tutela sucesivas reclamando la protección de sus derechos 

fundamentales al debido proceso, a la defensa y a la igualdad 

que estima vulnerados por la empresa Electricaribe S.A. 

E.S.P. Dicha entidad en el curso de este trámite que se 

adelanta planteó la existencia de una acción temeraria por 

considerar que se presenta identidad de sujetos, objeto y 

causa respecto de la tutela presentada con anterioridad y la 

que ahora es objeto de revisión. Surge entonces la pregunta 

de si efectivamente la acción impetrada por la peticionaria 

se encuentra afectada por este fenómeno y, en consecuencia, 

debe declararse su improcedencia. 

  

El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la 

presentación de dos (2) o más acciones de amparo idénticas 

ante distintos jueces o tribunales, sin justificación alguna 

puede traer como consecuencia (i) la identificación de la 

cosa juzgada constitucional y/o (ii) la declaración de 

temeridad como fórmula que enjuicia y sanciona el ejercicio 

irracional de la tutela. Los ciudadanos tienen el deber de 

no abusar de los propios derechos y de “[c]olaborar para el 

buen funcionamiento de la administración de 

justicia” (artículo 95 C.P), por lo que deben evitar la 

presentación de tutelas sucesivas por los mismos hechos, las 

mismas partes y con idénticas pretensiones. Esa actuación 

congestiona injustificadamente los despachos judiciales e 

impide que la administración de justicia respete el derecho 



de los demás ciudadanos a que sus conflictos de intereses se 

resuelvan oportunamente (artículo 228 C.P). 

  

En relación con la cosa juzgada, de manera general se ha 

dicho que se trata de una institución jurídico-procesal en 

cuya virtud se dota de carácter inmutable, vinculante y 

definitivo a las decisiones adoptadas por las autoridades 

judiciales en sus providencias definitivas, con lo cual se 

garantiza la finalización imperativa de los litigios y en 

ese sentido el predominio del principio de seguridad 

jurídica. En tratándose del recurso de amparo, la existencia 

de la cosa juzgada constitucional se estatuye como un límite 

legítimo al ejercicio del derecho de acción de los 

ciudadanos, impidiéndose acudir de forma repetida e 

indefinida a los jueces de tutela, cuando el asunto ya ha 

sido resuelto en esta jurisdicción, respetando así el 

carácter eminentemente subsidiario del mecanismo 

constitucional. 

  

La cosa juzgada constitucional, entonces, imposibilita 

reabrir la litis concluida con precedencia, a través de un 

análisis jurídico agotado en sede judicial, para de esta 

forma permear de seguridad las relaciones jurídico 

procesales consolidadas en el marco de nuestro ordenamiento 

jurídico. Así, la institución bajo alusión conlleva la 

consecuencia jurídica de declarar improcedentes las acciones 

de tutela que referidas a un mismo objeto, causa petendi y 

partes incorporan una controversia que ya ha sido objeto de 

resolución con anterioridad por parte de otra autoridad 

judicial y cuya decisión ha cobrado ejecutoria, ya sea 

porque, en control concreto de constitucionalidad, se ha 

emitido un fallo en sede de revisión o unificación por parte 

de la Corte Constitucional, o porque esta última, en 

ejercicio de su facultad discrecional, ha decidido no 

seleccionarla para emitir un pronunciamiento. 

  

Por su parte, la temeridad es un fenómeno jurídico que acaece 

cuando se promueve injustificada e irracionalmente la misma 

acción de tutela ante distintos operadores judiciales, ya 

sea de forma simultánea o sucesiva. De ahí que, desde sus 

inicios, esta Corporación haya advertido que dicho fenómeno, 

además de hacer alusión a la carencia de razones para 

promover un recurso de amparo que ya ha sido resuelto o se 

encuentra en trámite de resolución, comporta una vulneración 

de los “principios de buena fe, economía y eficacia 

procesales, porque desconoce los criterios de probidad que 

exige un debate honorable, dilata maliciosamente la 

actuación e impide alcanzar los resultados que el Estado 

busca con la actuación procesal”.  

  

En desarrollo de lo anterior se ha interpretado que se 

configura temeridad respecto de un asunto puesto en 

conocimiento del juez de tutela, cuando se reúnen los 

siguientes requisitos: (i) identidad de partes; (ii) 

identidad de hechos; (iii) identidad de pretensiones; (iv) 

ausencia de justificación razonable y objetiva frente al 

ejercicio de la nueva acción de amparo y (v) mala fe o dolo 

del accionante en la interposición de la nueva tutela. Si se 

llenan completamente los anteriores presupuestos, el juez 

constitucional se enfrenta a una actuación temeraria que 

lesiona los principios de moralización y lealtad procesal, 

por lo que no solo debe rechazar o decidir desfavorablemente 

las pretensiones, sino que además deberá promover las 

sanciones contenidas, por ejemplo, en el inciso tercero del 

artículo 25 del precitado Decreto 2591 de 1991, en el inciso 

segundo del artículo 38 del mismo cuerpo normativo, o en los 

artículos 80 y 81 de la Ley 1564 de 2012. 

  

En todo caso, comoquiera que la temeridad es el resultado de 

un ejercicio abusivo del derecho, tendiente a satisfacer 



intereses individuales en desmedro de la lealtad procesal y 

de los derechos de los demás ciudadanos, resulta lógico 

asumir que la misma se configure únicamente si la persona 

interesada ha obrado injustificadamente y de mala fe. Para 

ello, el juez constitucional deberá evaluar de manera 

cuidadosa en cada caso las motivaciones de la nueva tutela, 

teniendo siempre presente que el acceso a la justicia es un 

derecho fundamental, que cualquier restricción en su 

ejercicio debe ser limitado, y que la buena fe se presume en 

todas las actuaciones de los particulares ante las 

autoridades públicas (artículo 83 CP), por lo que resulta 

imperativo demostrar que se actuó real y efectivamente de 

forma contraria al ordenamiento jurídico.    

  

En la sentencia T-433 de 2006, la Sala Séptima de Revisión 

sostuvo que el juez constitucional debe tener en cuenta 

algunos hechos que, analizados en el caso concreto, pueden 

justificar la presentación de múltiples acciones de tutela, 

y que están relacionados con: (i) la condición del actor que 

lo coloca en estado de ignorancia o indefensión, propio de 

aquellas situaciones en que los individuos obran por miedo 

insuperable o por la necesidad extrema de defender un derecho 

y no por mala fe; (ii) en el asesoramiento errado de los 

profesionales del derecho; (iii) en la consideración de 

eventos nuevos que aparecieron con posterioridad a la 

interposición de la acción o que se omitieron en el trámite 

de la misma, o (iv) cualquier otra situación que no se haya 

tomado como base para decidir la(s) tutela(s) anterior(es) 

que implique la necesidad de proteger los derechos 

fundamentales del demandante[52]. 

  

Con base en lo dicho y a manera de síntesis, la interposición 

injustificada de una misma acción de amparo ante distintas 

autoridades judiciales, ya sea de forma sucesiva o 

simultánea, puede dar lugar a la declaración de: cosa juzgada 

constitucional, cuando el mecanismo estudiado comparte 

identidad de hechos, objeto y pretensiones, pero además ha 

sido resuelto a través de un fallo de tutela que ha cobrado 

ejecutoria, ya sea en sede de revisión por parte de la Corte 

Constitucional, o en sede de instancia cuando el Alto 

Tribunal ha decidido su no selección para emitir un 

pronunciamiento; o temeridad, cuando además de compartir la 

triple identidad de la que se ha venido hablando, se 

encuentra plenamente acreditado que el accionante ha actuado 

de forma dolosa o de mala fe, vulnerando valores superiores 

como la lealtad, economía y eficacia procesales. 

  

Temeridad en la acción de tutela:  

  
En primer lugar, la Constitución de 1991 consagró la acción de 

tutela  como un medio judicial con carácter residual y subsidiario, que 

puede utilizarse frente a la vulneración o amenaza de derechos 

fundamentales ante la acción u omisión de cualquier autoridad pública, 

y en algunos casos de particulares. En segundo lugar, el Decreto 2591 

de 1991 señala como principio en el trámite de esta acción 

constitucional, la prevalencia del derecho sustancial sobre el 

procesal. No obstante, existen ciertas reglas que no pueden ser 

desconocidas por parte de quienes pretendan obtener un amparo por esta 

vía, una de ellas es no haber interpuesto previamente una acción de 

tutela contra la misma parte, por los mismos hechos y con las mismas 

pretensiones. 

  

La temeridad se configura cuando de manera injustificada se promueve 

la misma acción de tutela ante diferentes operadores judiciales, ya se 

sea de forma simultánea o sucesiva, tal conducta involucra un elemento 

volitivo negativo por parte del accionante. La Jurisprudencia ha 

establecido ciertas reglas con el fin de identificar una posible 

situación constitutiva de temeridad. 

 

COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL Y COSA JUZGADA ORDINARIA - SENTENCIA 

SU1219/01:  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-185-17.htm#_ftn52


 

Admitir que los fallos de tutela definitivamente decididos o 

excluidos para revisión sean luego objeto de una nueva acción de 

tutela, sería como instituir un recurso adicional ante la Corte 

Constitucional para la insistencia en la revisión de un proceso 

de tutela ya concluido, lo cual es contrario a la Constitución 

(art. 86 C.P.), a la ley (art. 33 del Decreto 2591 de 1991) y a 

las normas reglamentarias en la materia (arts. 49 a 52 del 

Reglamento Interno de la Corte Constitucional). Las Salas de 

Selección de la Corte Constitucional, salvo sus facultades 

legales y reglamentarias, no tienen la facultad de seleccionar 

lo que ya ha sido excluido de selección para revisión ni una 

acción de tutela contra uno de sus fallos de tutela. Esto por 

una poderosa razón. Decidido un caso por la Corte Constitucional 

o terminado el proceso de selección para revisión y precluido el 

lapso establecido para insistir en la selección de un proceso de 

tutela para revisión (art. 33 del Decreto 2591 de 1991 y art. 49 

a 52 del Reglamento Interno de la Corte Constitucional), opera 

el fenómeno de la cosa juzgada constitucional (art. 243 numeral 

1 C.P.). Una vez ha quedado definitivamente en firme una 

sentencia de tutela por decisión judicial de la Corte 

Constitucional, no hay lugar a reabrir el debate sobre lo 

decidido. 

  

A este respecto, es importante distinguir entre el fenómeno de 

la cosa juzgada en materia ordinaria y el mismo fenómeno en 

materia constitucional. Mientras que en el primer caso es 

generalmente admitida la procedencia de la acción de tutela por 

vías de hecho, en el segundo caso, tratándose de un proceso 

judicial constitucional, donde se persigue en forma explícita y 

específica la protección de los derechos fundamentales y la 

observancia plena del orden constitucional, la oportunidad para 

alegar la existencia de vías de hecho en los fallos de tutela es 

hasta la finalización del término de insistencia de los 

magistrados y del Defensor del Pueblo respecto de las sentencias 

no seleccionadas. Una vez terminados definitivamente los 

procedimientos de selección y revisión, la sentencia hace 

tránsito a cosa juzgada constitucional (art. 243 numeral 1 C.P.), 

y se torna, entonces, inmutable y definitivamente vinculante. 

 

En el presente caso, la Corte debe decidir si contra una sentencia 

de tutela procede una nueva acción de tutela basada 

exclusivamente en el argumento de que al concederla se incurrió 

en una vía de hecho porque la tutela era desde el principio 

improcedente. Se observa cómo el cuestionamiento al fallo de 

tutela versa sobre el juicio de procedencia de la acción como 

elemento constitutivo e inescindible del fallo. La única 

alternativa para manifestar inconformidad con la sentencia de 

tutela de segunda instancia propiamente dicha que se encuentra 

en firme, es la intervención de la parte interesada en el proceso 

de selección para revisión ante la Corte Constitucional, ya que 

de otra forma se propiciaría una cadena interminable de demandas 

contra sentencias de tutela, lo que pugna contra la efectividad 

de este mecanismo de protección constitucional (art. 86 C.P.), 

contra el principio fundamental dirigido a asegurar el goce 

efectivo de los derechos y deberes constitucionales (art. 2 C.P.) 

y contra el principio de la seguridad jurídica. 

  

La tensión entre derechos fundamentales y seguridad jurídica que 

justifica admitir la acción de tutela por vías de hecho contra 

sentencias judiciales, se disuelve al impedir la tutela contra 

fallos de tutela, ya que en este evento la protección de los 

derechos fundamentales y la seguridad jurídica no entran en 

conflicto sino que confluyen hacia un mismo propósito, v.gr. el 

goce efectivo de los derechos el cual sería tan sólo retórico si 

un derecho protegido en un fallo de tutela no fuera cierto y 

estable sino que fuera sometido a la eventualidad de una nueva 

acción de tutela contra el fallo y a que otro juez lo ampare, 

así como a que contra ese segundo fallo no sea interpuesta otra 

acción de tutela. De esta forma, la acción de tutela sería 



desnaturalizada y se frustraría la función que la Constitución 

le ha encomendado. 

  

Este tratamiento diferencial según el tipo de sentencia judicial 

– los fallos de tutela y las demás providencias - se justifica 

por la especificidad del mecanismo judicial para la protección 

de los derechos fundamentales. Los eventuales errores de los 

jueces de tutela constitutivos de vías de hecho pueden ser 

corregidos en el trámite de revisión que se surte por parte de 

la Corte Constitucional como órgano de cierre del ordenamiento 

jurídico y garante de la seguridad jurídica. No escapa a la Corte 

que el trámite de selección de las sentencias de tutela para 

revisión puede incurrirse en una equivocación al excluir un fallo 

de tutela que constituye una verdadera vía de hecho y con ello 

en una afectación de derechos o bienes jurídicamente protegidos. 

Pero esta posibilidad es ocasional y excepcional. En cambio, de 

admitirse que contra toda sentencia de tutela puede presentarse 

una nueva tutela por vías de hecho, la afectación de los derechos 

fundamentales así como del mecanismo judicial efectivo para su 

protección sería en la práctica permanente y general, y, por lo 

tanto, desproporcionadamente mayor. En todo caso el sistema de 

selección para revisión puede ser susceptible de mejoras 

tendientes a minimizar la ocurrencia de errores en el estudio de 

la totalidad de las decisiones de tutela remitidas a la Corte 

Constitucional. Es por ello que ponderados todos estos factores 

la Corte arriba a la conclusión que la respuesta que más se 

ajusta a la Constitución es que no procede la tutela contra 

sentencias de tutela. 

 

Improcedencia de la acción de tutela cuando se interpone de manera 

directa sin que el interesado hubiere acudido previamente a 

requerir la prestación de lo solicitado a la entidad accionada - 

Sentencia T-750/07:  

  

Cuando el actor presenta directamente la acción de tutela ante el juez 

sin impetrar previamente sus peticiones a las entidades accionadas, parte 

del supuesto hipotético de que serán negadas sus solicitudes y, al 

parecer, estima que el camino más fácil para obtener lo pretendido 

consiste en acudir directamente a la acción de amparo. 

 

Resulta a todas luces inadecuada esta práctica porque, sin desconocer el 

inmenso estado de angustia que lleva consigo la presencia de una presunta 

vulneración a un derecho fundamental, la solución no está en acudir 

directamente al juez de tutela con base en una posible negativa en la 

prestación del servicio, sin detenerse a considerar que, en la 

generalidad de los casos, la vulneración que podrá examinar el juez 

únicamente podrá partir de la base de que en realidad existe la negativa 

o la omisión de la entidad accionada, en suministrar lo pretendido por 

el actor, pues, si no existe la negativa o la omisión de lo solicitado, 

difícilmente puede darse la violación de algún derecho fundamental. 

 

En otras palabras, el juez de tutela no puede entrar a dar órdenes con 

base en  supuestas negativas u omisiones, en aras de la protección pedida 

pues, sólo le es dado hacerlo si existen en la realidad las acciones u 

omisiones de la autoridad y ellas constituyen la violación de algún 

derecho fundamental. 

 

Improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una 

conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de 

vulnerabilidad de derechos fundamentales - Sentencia T-130/14:  
 

  
El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, 

inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos 

fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados 

o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 

autoridad  pública o de los particulares [de conformidad 

con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 

1991”. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo 



constitucional se torna improcedente, entre otras causas, 

cuando no existe una actuación u omisión del agente 

accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza 

o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión. 

  

En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-

975 de 2003 o la  T-883 de 2008, al afirmar que “partiendo 

de una interpretación sistemática, tanto de la 

Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 

2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida 

por los particulares o por la autoridad pública que vulnere 

o amenace los derechos fundamentales es un requisito 

lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de 

derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de 

tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario 

de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que 

amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan 

(…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de 

vulneración a un derecho fundamental no hay conducta 

específica activa u omisiva de la cual proteger al 

interesado (…)”.    

  

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las 

personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre 

la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o 

hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el 

mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del 

debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, 

atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, 

en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio 

de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario 

pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el 

ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención 

de determinados objetivos específicos, para acudir 

directamente al mecanismo de amparo constitucional en 

procura de sus derechos”.  

 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre 

ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la 

cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de 

un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de 

la acción de tutela. 

  

Ahora bien, de los hechos expuestos en este caso por la 

agente oficiosa se observa que a John Edwin Díaz Cardona 

hace cinco años no lo valora un médico, y que no lo ha 

llevado a Emssanar E.S.S. para que allí le ordenen y 

autoricen lo pretendido en sede de tutela, pues él mismo lo 

impide. Lo que concuerda con las demás pruebas allegadas al 

proceso, pues estas muestran que la última valoración 

diagnóstica que se le realizó fue el día 24 de enero de 

2009 por una médica particular especialista en psiquiatría. 

  

Igualmente, Emssanar E.S.S. sostuvo que la accionante nunca 

se ha acercado a la entidad para pedir la atención integral 

o la internación de su hijo, motivo por el cual, no existe 

evidencia de siquiera una orden médica expedida por el 

médico tratante de John Edwin Díaz Cardona, que avale o 

determine la solicitud elevada por la tutelante, ni tampoco 

hay prueba o indicio de  alguna  negación del servicio 

requerido por la peticionaria. 

  

En este orden de ideas, atendiendo a las consideraciones 

expuestas anteriormente, la Sala encuentra que en el 

presente caso no existe ninguna conducta concreta, activa 

u omisiva, que haya podido concluir con la supuesta 

afectación de los derechos fundamentales alegados por la 

peticionaria, y a partir de la cual se puedan impartir 

órdenes para la protección del agenciado y  su madre, o 

hacer un juicio de reproche a la entidad accionada. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-130-14.htm#_ftn20


 

PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS- 

sentencia T – 076 de 2018.  

 

La acción de tutela no es, en principio, el mecanismo 

idóneo para atacar actos administrativos que por su propia 

naturaleza se encuentran amparados por el principio de 

legalidad, pues se parte del presupuesto de que la 

administración, al momento de manifestarse a través de un 

acto, debe acatar las prerrogativas constitucionales y 

legales a las que se encuentra subordinada. Ello permite 

suponer que los funcionarios que sirven en las 

instituciones del Estado, al ser conocedores de las 

normas, habrán de ser respetuosos en todo momento de 

aquellas. De allí que la legalidad de un acto 

administrativo se presuma27, obligando a quien pretende 

controvertirlo a demostrar que aquel se apartó, sin 

justificación alguna, del ordenamiento que regula su 

expedición; debate que correspondería a la órbita de la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en el 

sentido de que allí se estudiaría la posible anulación del 

acto, de conformidad con las competencias que se ha 

dispuesto para tal efecto28 

 

(i) que la cuestión sea de relevancia constitucional; (ii) 

el agotamiento de todos los medios de defensa judicial al 

alcance, salvo que se trate de evitar la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable; (iii) la observancia del requisito 

de inmediatez, es decir, que la acción de tutela se 

interponga en un tiempo razonable y proporcionado a la 

ocurrencia del hecho generador de la vulneración; (iv) si 

se trata de una irregularidad procesal, que la misma sea 

decisiva en la providencia que se impugna en sede de 

amparo; (v) la identificación razonable de los hechos que 

generaron la vulneración de derechos fundamentales y de 

haber sido posible, que los mismos hayan sido alegados en 

el proceso judicial; y (vi) que no se trate de una tutela 

contra tutela.  

 

Procedencia de la ACCIÓN DE TUTELA CONTRA UN ACTO ADMINISTRATIVO – 

SETENCIA T-260 de 2018.   

 

    Concordante con lo anterior, la jurisprudencia 

constitucional ha reiterado que, por regla general, la 

acción de tutela no procede para controvertir la validez ni 

la legalidad de los actos administrativos, en razón a que, 

la naturaleza residual y subsidiaria de este mecanismo 

constitucional impone al ciudadano la carga razonable de 

acudir previamente, a través de los respectivos medios de 

control, ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, con el fin de solucionar los conflictos con 

la Administración y proteger los derechos de las personas. 

En este sentido, la Corte manifestó en la Sentencia T – 030 

de 2015: “que conforme al carácter residual de la tutela, 

no es, en principio, este mecanismo el medio adecuado para 

controvertir las actuaciones administrativas, puesto que 

para ello están previstas las acciones ante la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo. En ese escenario, la 

acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de 

protección de los derechos fundamentales cuando quiera que 

esperar a la respuesta de la jurisdicción contenciosa 

administrativa pudiese dar lugar a un perjuicio 

irremediable”. 

  

    En este sentido, esta Corte ha determinado que, 

excepcionalmente, será posible reclamar mediante la acción 

de tutela la protección de los derechos fundamentales 

vulnerados por la expedición de un acto administrativo, no 

sólo cuando se acude a la tutela como medio transitorio de 

amparo, evento en el cual será necesario acreditar la 



ocurrencia de un perjuicio irremediable, sino también 

cuando se constata que el medio de control preferente carece 

de idoneidad y/o eficacia para garantizar la protección 

oportuna e inmediata sobre los derechos fundamentales 

vulnerados. 

  

    Se observa entonces, que para que proceda el presente 

mecanismo constitucional en un caso como el que nos ocupa 

donde se alega la vulneración del debido proceso por una 

serie de actos administrativos expedidos a lo largo de un 

proceso liquidatorio, debe constatarse como requisito sine 

qua non, un perjuicio irremediable que desplace la órbita 

de competencia del juez contencioso administrativo. 

 

 

EL CASO CONCRETO: 

 

Para comenzar, EDUARDO JOSE VILLEGAS VILLADA, acude al juez de 

tutela cuyo objetivo que se le ampare los derechos fundamentales a 

la salud, mínimo vital e igualdad, los cuales considera vulnerados 

por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACION 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS.  

 

Así mismo, la repuesta al problema jurídico planteado es de 

carácter negativo, por razones que las pretensiones ya fueron de 

debate ante el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE VALLEDUPAR – CESAR.  

 

Ahora bien, se procede a verificar si la acción de tutela presentada 

por elMAIRA ALEJANDRA CORONADO BLANCO, ante ésta judicatura 

constituye una conducta temeraria; así mismo, el artículo 38 del 

Decreto 2591 de 1991, dispone que la presentación de dos (2) o más 

acciones de amparo idénticas ante distintos jueces o tribunales, 

sin justificación alguna puede traer como consecuencia (i) la 

identificación de la cosa juzgada constitucional y/o (ii) la 

declaración de temeridad como fórmula que enjuicia y sanciona el 

ejercicio irracional de la tutela.  

 

Primero que todo, la jurisprudencia indica que se debe cumplirse 

con unos presupuestos para que opere la temeridad los cuales son:  

 

“(i) identidad de partes; (ii) identidad de hechos; (iii) identidad de 

pretensiones; (iv) ausencia de justificación razonable y objetiva frente al 

ejercicio de la nueva acción de amparo y (v) mala fe o dolo del accionante en 

la interposición de la nueva tutela. Si se llenan completamente los anteriores 

presupuestos, el juez constitucional se enfrenta a una actuación temeraria que 

lesiona los principios de moralización y lealtad procesal, por lo que no solo 

debe rechazar la acción, sino que además deberá promover las sanciones 

contenidas, por ejemplo, en el inciso tercero del artículo 25 del precitado 

Decreto 2591 de 1991, en el inciso segundo del artículo 38 del mismo cuerpo 

normativo, o en los artículos 80 y 81 de la Ley 1564 de 2012” Sentencia T-

374/18.  

 

En análisis del caso concreto, tenemos que las pretensiones de la 

presente tutela, los cuales son las siguientes:  

 

1- hacer entrega de la ayuda humanitaria de Emergencia 

para superar nuestra situación de inferioridad.  

 

2- Declarar que están siendo vulnerados los derechos 

anteriormente manifestados.  

 



3- Ordenarlos que me agilicen la entrega de la 

Indemnización a la cual tengo derecho en su totalidad 

debido a is condiciones. 

 

Ahora, las pretensiones del libelo de tutela de JUZGADO PRIMERO 

PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 

DE VALLEDUPAR – CESAR, son:  

 

1- hacer entrega de la ayuda humanitaria de Emergencia 

para superar nuestra situación de inferioridad.  

2-declarar que están siendo vulnerados los derechos 

anteriormente manifestados.  

3.- Ordenarlos que me agilicen la entrega de la 

Indemnización a la cual tengo derecho en su totalidad 

debido a is condiciones. 

 

Así las cosas, las pretensiones ya fueron objeto debate, 

configurándose la cosa juzgada constitucional.  

 

En ese orden de ideas, no hay temeridad en la acción de tutela por 

cuanto si bien es cierto existen identidad en los hechos y 

pretensiones, no es menos cierto que no existe la mala fe o dolo 

por parte del actor.   

 

Sin en gracia de discusión, la tutela se pasara a estudiarle de 

fondo, frente a la ayuda humanitaria o atención humanitaria, la 

Unidad de Víctimas, expidió RESOLUCIÓN No. 0600120202765476 de 

2020, “Por la cual se suspende definitivamente la entrega de los 

componentes de la atención humanitaria” la cual se encuentra en 

firme, sin que el actor interpusiera recursos de ley.  

 

Ahora bien, frente a la indemnización administrativa, la Unidad de 

Víctimas, profirió la Resolución Nº. 04102019-1023576  del 19 de 

abril de 2021, “Por medio de la cual se decide sobre el 

reconocimiento de la medida de indemnización administrativa a la 

que hacen referencia los artículos 132 de la Ley 1448 de 2011 y 

2.2.7.3.1.y siguientes del Decreto Único Reglamentario 1084 de 

2015” la cual se encuentra en firme, sin que contra ella se 

interpusiera recurso alguno.  

 

Así las cosas, las pretensiones del libelo, primero que todo adolece 

de la cosa juzgada constitucional, puesto que las pretensiones ya 

fueron debatidas en el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO PARA 

ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE VALLEDUPAR – CESAR, el 

cual si estaba inconforme, pudo haber interpuesto recurso de 

impugnación, y, en segundo lugar, la acción de tutela, es 

improcedente para controvertir la legalidad de actos 

administrativos en firmes.  

 

Es dable traer a colación lo manifestado en Sentencia T-383/18, 

la cual ha sostenido lo siguiente:  

 

   Por regla general, la acción de tutela contra actos administrativos de 

carácter particular es improcedente por cuanto es posible controvertir 

su contenido e incluso solicitar su suspensión provisional a través de 

la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. No obstante, el 

amparo procede en estos casos, de manera excepcional, cuando la misma 

se invoque para evitar la configuración de un perjuicio irremediable. 

 

    “La Corte concluye (i) que por regla general, la acción de tutela es 

improcedente como mecanismo principal para la protección de derechos 

fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la 

expedición de actos administrativos, como quiera que existen otros 

mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; (ii) 

que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio contra las 



actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar la configuración 

de un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el 

juez de tutela podrá suspender la aplicación del acto administrativo 

(artículo 7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se 

aplique (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el 

proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo.” 

 

Así las cosas, el juez de tutela no le es dable sustituir los 

medios ordinarios, ni mucho menos, reemplazar al juez natural 

competente, por lo tanto, el actor de la tutela cuenta con otra 

alternativa de defensa de judicial como lo es el medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho, ante la Jurisdicción 

Contenciosa Administrativa, pues, es en esa sede judicial, es 

donde, debe ser diligente para la búsqueda de la protección de sus 

derechos fundamentales constitucionales.  

 

Sin más elucubraciones, se procede a declarar Improcedente la 

acción de tutela instaurada por EDUARDO JOSE VILLEGAS VILLADA 

contra UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y 

REPARACION A LAS VICTIMAS.  

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Civil del Circuito de 

Valledupar, Cesar, administrando justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar Improcedente la acción de tutela instaurada por 

EDUARDO JOSE VILLEGAS VILLADA contra UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL PARA LA ATENCION Y REPARACION A LAS VICTIMAS. Vinculada: 

ALCALDIA MUNICIPAL DE VALLEDUPAR – CESAR, por las motivaciones 

antes expuestas.  

 

SEGUNDO: Notifíquese esta providencia a las partes en la forma más 

expedita 

 

TERCERO: Si esta sentencia no fuere impugnada, remítase a la Corte 

Constitucional, para su eventual revisión. 

 

                     NOTIFIQUESE Y CUMPLASE  

 

 

 

                        GERMAN DAZA ARIZA  

                              Juez.  
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